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SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de agosto de 2016. 

-I- 

Al examinar la naturaleza y procedencia del caso de autos, el 

recurso de certiorari presentado ante nuestra consideración será 

acogido como una apelación, aunque conservará la clasificación 

alfanumérica asignada por la Secretaría de este Tribunal. 

Comparece el señor Paul Olsofsky McCormick, la señora 

Christine Olsofsky y la Sociedad Legal de Gananciales compuesta 

por ambos.  Solicitan que revoquemos la Sentencia emitida el 9 de 

mayo de 2016 y notificada el 11 de igual mes y año por el Tribunal 

de Primera Instancia, Sala Superior de Mayagüez (TPI).  En su 

determinación, el Foro primario declaró Ha Lugar la moción de 

sentencia sumaria presentada por el Banco Popular.  
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Examinada la comparecencia de las partes1, la totalidad del 

expediente, así como el estado de derecho aplicable, procedemos 

con la disposición del presente caso mediante los fundamentos que 

expondremos a continuación. 

-II- 

-A- 

La Parte II del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 

LPRA Ap. XXII-B, regula lo concerniente al trámite de las 

apelaciones de sentencias en casos civiles ante este Foro.  La Regla 

13 del mencionado Reglamento, supra, estatuye lo siguiente sobre 

el término para presentar y notificar una apelación: 

. . . . . . . . 
 
(A) Presentación de la Apelación 
 
Las apelaciones contra sentencias dictadas en casos 
civiles por el Tribunal de Primera Instancia, se 
presentarán dentro del término jurisdiccional de treinta 
(30) días contados desde el archivo en autos de una 
copia de la notificación de la sentencia. 
 

. . . . . . . . 
 
Si la fecha de archivo en autos de copia de la 
notificación de la sentencia, es distinta a la del depósito 
en el correo de dicha notificación, el término se 
calculará a partir de la fecha del depósito en el correo. 
 
(B) Notificación a las Partes 
 
(1) Cuándo se hará 
 
La parte apelante notificará el recurso apelativo y 
los apéndices dentro del término dispuesto para 
la presentación del recurso, siendo éste un 

término de estricto cumplimiento. 

 
La parte apelante deberá certificar con su firma en el 
recurso, por sí o por conducto de su representación 
legal, la fecha en que se efectuó la notificación.  Esta 
norma es aplicable a todos los recursos. 

 
(2) Cómo se hará 
 
La parte apelante notificará el recurso de apelación 
debidamente sellado con la fecha y hora de su 
presentación mediante correo certificado o servicio de 

                                                 
1 El 13 de julio de 2016 el Banco Popular de Puerto Rico compareció mediante 

“Moción Solicitando Desestimación y Anunciando Periodo de Vacaciones”.  
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entrega por empresa privada con acuse de recibo.  
Podrá, además, utilizar los siguientes métodos sujeto a 
lo dispuesto en estas reglas: correo ordinario, entrega 
personal, telefax o correo electrónico, siempre que el 
documento notificado sea copia fiel y exacta del 
documento original. 
 

. . . . . . . . 
 
(3) Constancia de la notificación 
 
Se considerará que la fecha de la notificación a 

las partes es la que conste del certificado postal 
como la fecha de su depósito en el correo. 
 

Si la notificación se efectúa por correo ordinario, 
la fecha del depósito en el correo se considerará 

como la fecha de la notificación a las partes. 

 
Se considerará que la fecha de la notificación a las 
partes es la que conste del documento expedido por la 
empresa privada que demuestre la fecha en que ésta 
recibió el documento para ser entregado a su 
destinatario. 
 
Cuando la notificación se efectúa por correo ordinario, 
entrega personal, telefax o correo electrónico, será 
válida si no hubiere controversia sobre la fecha de la 
notificación ni sobre el hecho de haber sido recibida por 
su destinatario.  Se entenderá que las partes que 
incluyan la información del número de telefax o la 
dirección electrónica en los autos del caso ante el 
Tribunal de Primera Instancia consienten a ser 
notificados por estos medios. 
 
Cualquier parte o su abogado(a) podrá darse por 
notificada haciéndolo así constar al tribunal. 
 
(Énfasis Nuestro). 
 

. . . . . . . . 
 

De las disposiciones reglamentarias previamente transcritas, 

surge con claridad el deber del apelante de cumplir con el requisito 

de cumplimiento estricto de notificar el recurso apelativo 

presentado a todas las partes del pleito dentro del término para 

presentar el mismo.  Véase: Soto Pino v. Uno Radio Group, 189 DPR 

84, a las págs. 91-92 (2013); Pérez Soto v. Cantera Pérez, Inc. et al., 

188 DPR 98, a las págs. 106-107 (2013).  Nuestro esquema 

jurídico reconoce que cuando se trata de un término de 

cumplimiento estricto, los tribunales no están atados al 

automatismo que conlleva un requisito de carácter jurisdiccional y 
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pueden por lo tanto, proveer el remedio que estimen pertinente, 

extendiendo el término según las circunstancias.  Los tribunales, a 

la hora de acoger y considerar un escrito presentado ante su 

consideración, no pueden prorrogar este término de forma 

automática.  Lugo v. Suárez, 165 DPR 729, a las págs. 736-737 

(2005); Rojas v. Axtmayer Ent., Inc., 150 DPR 560, a la pág. 564 

(2000). 

Como norma general el foro adjudicador puede extender 

discrecionalmente un término de cumplimiento estricto o permitir 

su cumplimiento tardío, solo cuando la parte que lo solicita 

demuestre justa causa para la tardanza.  Arriaga v. F.S.E., 145 

DPR 122, a la pág. 131 (1998).  El Tribunal Supremo de Puerto 

Rico ha determinado que se puede eximir a una parte del requisito 

de observar fielmente un término de cumplimiento estricto si: (1) 

en efecto existe justa causa para la dilación; y, (2) la parte le 

demuestra detalladamente al tribunal las bases razonables que 

tiene para la dilación, es decir, que la parte interesada le acredite 

al tribunal de manera adecuada la justa causa aludida.  Arriaga v. 

F.S.E., supra, a la pág. 132; Rojas v. Axtmayer Ent., Inc., supra, a 

la pág. 565. 

Se ha definido la justa causa como aquella ajena a la causa 

legal, que está basada en motivos razonables, en una razón 

honesta y regulada por la buena fe.  Rivera García, I. Diccionario 

de Términos Jurídicos, 3ra Ed., Puerto Rico, Lexis Nexis, pág. 142 

(2000).  El requisito de justa causa excluye justificaciones 

ambiguas, excusas o planteamientos estereotipados.  Se cumple 

con dichas exigencias por medio de explicaciones concretas y 

particulares debidamente evidenciadas, y que le permitan a un 

tribunal concluir que la tardanza o demora ocurrió razonablemente 

por circunstancias especiales, dependiendo caso a caso.  Rojas v. 

Axtmayer Ent., Inc.,  supra, a la pág. 565. 
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-B- 

En nuestro ordenamiento jurídico prevalece una clara 

política pública judicial de que los casos se ventilen en sus 

méritos.  Mun. de Arecibo v. Almac. Yakima, 154 DPR 217, a las 

págs. 221-222 (2001); Amaro González v. First Fed. Savs., 132 DPR 

1042, a la pág. 1052 (1993); Rivera et al. v. Superior Pkg., Inc. et 

al., 132 DPR 115, a la pág. 124 (1992).  Por tanto, es deber 

ineludible de un tribunal de justicia lograr que todo proceso 

adjudicativo se oriente en hallar la verdad y hacer justicia.  Isla 

Verde Rental v. García, 165 DPR 499, a la pág. 505 (2005); Valentín 

v. Mun. de Añasco, 145 DPR 887, a la pág. 897 (1998).  Los 

tribunales siempre deben procurar un balance entre el interés en 

promover la tramitación rápida de los casos y la firme política 

judicial de que éstos sean resueltos en su fondo.  Banco Popular v. 

S.L.G. Negrón, 164 DPR 855, a las págs. 864-865 (2005).  

Asimismo es de suma importancia que el fin de las reglas 

procesales sea viabilizar ese propósito, en lo absoluto 

obstaculizarlo.  Pueblo v. Miranda Santiago, 130 DPR 507, a la pág. 

514 (1992).  En la práctica apelativa los comparecientes vienen 

obligados a cumplir fielmente el trámite prescrito en las leyes y 

reglamentos aplicables para el perfeccionamiento de los recursos 

instados ante el tribunal, de lo contrario se puede ver afectada la 

jurisdicción del juzgador para resolver los méritos.  Matos v. 

Metropolitan Marble Corp., 104 DPR 122, a la pág. 125 (1975). 

Los tribunales de Puerto Rico al ser foros de jurisdicción 

general tienen autoridad, para atender cualquier reclamación que 

presente una controversia propia de su adjudicación.  Mun. Arecibo 

v. Mun. Quebradillas, 161 DPR 109, a la pág. 114 (2004).  Para 

privar a un tribunal de jurisdicción general de su autoridad para 

entender en algún asunto particular, es necesario que así se haya 

dispuesto expresamente en algún estatuto o que ello surja del 
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mismo por implicación necesaria.  Junta Dir. Cond. Montebello v. 

Fernández, 136 DPR 223, a la pág. 230 (1994).  El término 

“jurisdicción” significa el poder o autoridad de un tribunal para 

considerar y decidir casos o controversias.  Roberts v. U.S.O. 

Council of P.R., 145 DPR 58, a la pág. 67 (1998); Gearheart v. 

Haskell, 87 DPR 57, a la pág. 61 (1963); Rodríguez v. Registrador, 

75 DPR 712, a la pág. 716 (1953). 

Cónsono con todo lo anterior, las cuestiones relativas a la 

jurisdicción de un tribunal son privilegiadas y deben resolverse con 

preferencia a cualesquiera otras.  S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. 

Castillo, 169 DPR 873, a la pág. 882 (2007); Morán v. Martí, 165 

DPR 356, a la pág. 364 (2005).  El tribunal apelativo debe ser 

celoso guardián de su jurisdicción y no tiene discreción ni 

autoridad en ley para asumirla donde no la hay.  Souffront v. 

A.A.A., 164 DPR 663, a la pág. 674 (2005).  Cuando un tribunal 

acoge un recurso a sabiendas de que carece de autoridad para 

entender en él, actúa de manera ultra vires.  Maldonado v. Junta 

de Planificación, 171 DPR 46, a la pág. 55 (2007).  Por ello, al 

carecer de jurisdicción o autoridad para considerar un recurso, lo 

único que procede en derecho es la desestimación de la causa de 

acción.  Romero Barceló v. E.L.A., 169 DPR 460, a la pág. 470 

(2006); Carattini v. Collazo Syst. Analysis, Inc., 158 DPR 345, a la 

pág. 370 (2003); Pérez v. C.R. Jiménez, Inc., 148 DPR 153, a las 

págs. 153-154 (1999). 

De otro lado, la Regla 83(B)(1) del Reglamento del Tribunal 

de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 83(B)(1) provee para que 

una parte solicite la desestimación de un recurso por falta de 

jurisdicción. 

-III- 

El 9 de mayo de 2016 el Tribunal de Instancia dictó la 

Sentencia apelada en la cual declaró Ha Lugar la moción de 
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sentencia sumaria presentada por el Banco Popular de Puerto Rico 

y en consecuencia declaró No Ha Lugar la demanda incoada por la 

parte apelante.  

No conteste con lo anterior, el 10 de junio de 2016 la parte 

apelante compareció ante este Tribunal de Apelaciones mediante el 

presente recurso de apelación y esbozó los siguientes 

señalamientos de error: 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de Mayagüez: 
 
1. Por haber dictado sentencia sumaria a favor de la 
parte demandada, amparándose en una cláusula de 
compensación suscrita por Paul Olsofsky sin tomar en 
cuenta que se violaron derechos propietarios de los co-
demandantes Christine Olsofsky y Sociedad Legal de 
Gananciales.  
 
2. Por haber apreciado incorrectamente el derecho 
aplicable y la figura de la compensación.    
 
El 13 de julio de 2016 la parte apelada instó ante este Foro 

una “Moción Solicitando Desestimación y Anunciando Periodo de 

Vacaciones” en la cual reclamó la desestimación del presente 

recurso de apelación por no haberse cumplido con el requisito de 

notificación conforme lo establecido en la Regla 13 del Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones, supra.  Alegó que fue notificada de la 

radicación del recurso de apelación el 13 de junio de 2016, tres 

días después de presentado el mismo ante el Tribunal de Primera 

Instancia de Mayagüez, a todas luces fuera del término de estricto 

cumplimiento acentuado por nuestro ordenamiento jurídico.2 

El término de cumplimiento estricto de 30 días para 

comparecer ante este Tribunal mediante recurso de apelación 

finalizó el 10 de junio de 2016, fecha en que se radicó la presente 

apelación.  Sin embargo, no fue hasta el 13 de junio de 2016 que 

la parte apelante envió a la parte contraria copia del recurso de 

apelación por correo certificado con acuse de recibo.  
                                                 
2 A esos efectos, la parte apelada anejó a su moción copia del sobre y matasellos en que 

se notificó el recurso de apelación, el cual evidencia que fue depositado en el correo el 13 
de junio de 2016. 
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Debemos enfatizar que la jurisdicción de este Tribunal no 

solo descansa en la presentación del escrito de apelación dentro 

del término reglamentario, sino también en la notificación a las 

demás partes del recurso dentro de dicho término.  En ausencia de 

causa justificada para ello, este Tribunal carece de jurisdicción 

para resolver el recurso.  La parte apelante no nos acreditó una 

causa justificable por incumplir con el requisito de notificar a la 

parte apelada del recurso apelativo de autos dentro de los 30 días 

establecidos en nuestro reglamento. 

El efecto de haber notificado el recurso a la parte apelada 

fuera del término de cumplimiento estricto establecido en nuestro 

Reglamento sin justa causa para ello, nos priva de jurisdicción 

para considerar los méritos invocados en el recurso de apelación.  

En nuestro ordenamiento jurídico, las partes vienen obligadas a 

cumplir fielmente el trámite prescrito en las leyes y reglamentos 

aplicables para el perfeccionamiento de los recursos instados ante 

este Tribunal de Apelaciones.  Véase: Hernández Maldonado v. 

Taco Maker, 181 DPR 281, a la pág. 290 (2011).   

En fin, la parte apelante no dio cumplimiento con los 

preceptos antes citados y no notificó copia del recurso de apelación 

a la parte apelada o a su representación legal dentro del término 

dispuesto para presentar el recurso.  Si bien el término para 

notificar a la parte apelada copia del recurso apelativo es uno de 

cumplimiento estricto, su inobservancia no fue debidamente 

justificada por la parte apelante.  Ello nos priva del ejercicio de 

nuestra discreción para prorrogar el término, lo que implica falta 

de jurisdicción para atender el recurso.  Véase: Zayas v. Royal Ins. 

Co. of P.R., Inc., 146 DPR 694, a las págs. 701-702 (1998). 

Este Foro no puede abrogarse la jurisdicción que no tiene 

ante la falta del apelante de demostrar que la tenemos.  Véase: 

Regla 13 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra.  No 
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estamos en posición para atender y considerar la controversia 

sometida, solo procede la desestimación de la misma por las 

razones previamente determinadas. 

 

-IV- 

Por los fundamentos antes expuestos, se desestima el 

recurso de apelación instado por el señor Paul Olsofsky 

McCormick, la señora Christine Olsofsky y la sociedad legal de 

gananciales compuesta por ambos por falta de jurisdicción.  Reglas 

83(B)(1) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. 

XXII-B, R. 83(B)(1). 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.  

 
 
 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


